
ARTÍCULO 49. Modifíquese el artículo 93 del Código del Procedimiento del Trabajo y de l
<sic> Seguridad Social, el cual quedará así:

Artículo 93. Admisión del recurso. Repartido el expediente en la Corte, la Sala, dentro de los
veinte días hábiles siguientes, decidirá si es o no admisible el recurso. Si fuere admitido,
dispondrá el traslado al recurrente o recurrentes para que dentro de este término presenten las
demandas de casación. En caso contrario se procederá a la devolución del expediente al
sentenciador de origen.

Presentada en tiempo la demanda de casación, la Sala resolverá si se ajusta a los requisitos antes
señalados. Si así lo hallare ordenará el traslado de ella a quienes no sean recurrentes, por quince
días hábiles a cada uno, para que formulen sus alegatos.

<Apartes tachados INEXEQUIBLES> Si la demanda no reúne los requisitos, o no se presentare
en tiempo, se declarará desierto el recurso, y se impondrá al apoderado judicial una multa de 5 a
10 salarios mínimos mensuales.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte tachado 'y se impondrá al apoderado judicial una multa de 5 a 10 salarios mínimos”
declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-492-16 de 14
de septiembre de 2016, Magistrado Ponente Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez.

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre el último inciso (parcial) de
este artículo por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-498-15 de 5 de agosto de
2015, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González Cuervo.

- Aparte tachado 'no reúne los requisitos, o' declarado INEXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-203-11 de 24 de marzo de 2011, Magistrado Ponente
Dr. Juan Carlos Henao Pérez.

CAPÍTULO III.

MEDIDAS SOBRE CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL.

ARTÍCULO 50. Los egresados de las Facultades de Derecho podrán realizar judicatura ad
honórem en las casas de justicia como delegados de las entidades en ellas presentes, así como en
los centros de conciliación públicos. En este último caso, es necesario haber cursado y aprobado
la formación en conciliación que para judicantes establezca el Ministerio del Interior y de
Justicia. También podrán cumplir con el requisito de la judicatura, como asesores de los
conciliadores en equidad.

La judicatura en las casas de justicia o en los centros de conciliación públicos, o como asesores
de los conciliadores en equidad, tendrá una duración de siete (7) meses; quienes la realicen
tendrán derecho a ser nombrados en empleos de carrera en cualquier entidad u organismo estatal,
en caso de igualdad de puntaje en la lista de elegibles.

ARTÍCULO 51. <Artículo derogado a partir del 30 de diciembre de 2022 por el artículo 146



de la Ley 2220 de 2022> Adiciónese un parágrafo al artículo 1o de la Ley 640 de 2001, cuyo
texto será el siguiente:

PARÁGRAFO 4o. En ningún caso, las actas de conciliación requerirán ser elevadas a escritura
pública.

ARTÍCULO 52. <Artículo derogado a partir del 30 de diciembre de 2022 por el artículo 146
de la Ley 2220 de 2022> <Ver modificaciones directamente en la Ley 640 de 2001> El artículo
35 de la Ley 640 de 2001 quedará así:

Artículo 35. Requisito de procedibilidad. En los asuntos susceptibles de conciliación, la
conciliación extrajudicial en derecho es requisito de procedibilidad para acudir ante las
jurisdicciones civil, de familia y contencioso administrativa, de conformidad con lo previsto en
la presente ley para cada una de estas áreas. En los asuntos civiles y de familia podrá cumplirse
el requisito de procedibilidad mediante la conciliación en equidad.

Realizada la audiencia sin que se haya logrado acuerdo conciliatorio total o parcial, se
prescindirá de la conciliación prevista en el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil o de
la oportunidad de conciliación que las normas aplicables contemplen como obligatoria en el
trámite del proceso, salvo cuando el demandante solicite su celebración.

El requisito de procedibilidad se entenderá cumplido cuando se efectúe la audiencia de
conciliación sin que se logre el acuerdo, o cuando vencido el término previsto en el inciso 1o del
artículo 20 de esta ley la audiencia no se hubiere celebrado por cualquier causa; en este último
evento se podrá acudir directamente a la jurisdicción con la sola presentación de la solicitud de
conciliación.

Con todo, podrá acudirse directamente a la jurisdicción cuando bajo la gravedad de juramento,
que se entenderá prestado con la presentación de la demanda, se manifieste que se ignora el
domicilio, el lugar de habitación y el lugar de trabajo del demandado, o que este se encuentra
ausente y no se conoce su paradero.

Cuando en el proceso de que se trate, y se quiera solicitar el decreto y la práctica de medidas
cautelares, se podrá acudir directamente a la jurisdicción. De lo contrario tendrá que intentarse la
conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad, de conformidad con lo previsto en la
presente ley.

PARÁGRAFO 1o. Cuando la conciliación extrajudicial sea requisito de procedibilidad y se
instaure la demanda judicial, sin perjuicio de lo previsto en los artículos 22 y 29 de esta ley el
juez impondrá multa a la parte que no haya justificado su inasistencia a la audiencia. Esta multa
se impondrá hasta por valor de dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigentes en favor del
Consejo Superior de la Judicatura.

PARÁGRAFO 2o. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> En los asuntos civiles y de familia, con la
solicitud de conciliación el interesado deberá acompañar copia informal de las pruebas
documentales o anticipadas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el eventual
proceso; el mismo deber tendrá el convocado a la audiencia de conciliación. De fracasar la
conciliación, en el proceso que se promueva no serán admitidas las pruebas que las partes hayan
omitido aportar en el trámite de la conciliación, estando en su poder.



Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-598-11, mediante
Sentencia C-031-12 de 1o. de febrero de 2012, Magistrado Ponente Dr. Humberto Antonio
Sierra Porto.

- Parágrafo 2o. declarado EXEQUIBLE, salvo el aparte tachado declarado INEXEQUIBLE
por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-598-11 de 10 de agosto de 2011,
Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

PARÁGRAFO 3o. En los asuntos contenciosos administrativos, antes de convocar la audiencia,
el procurador judicial verificará el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley o en el
reglamento. En caso de incumplimiento, el procurador, por auto, indicará al solicitante los
defectos que debe subsanar, para lo cual concederá un término de cinco (5) días, contados a
partir del día siguiente a la notificación del auto, advirtiéndole que vencido este término, sin que
se hayan subsanado, se entenderá que desiste de la solicitud y se tendrá por no presentada. La
corrección deberá presentarse con la constancia de recibida por el convocado. Contra el auto que
ordena subsanar la solicitud de conciliación sólo procede el recurso de reposición.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-598-11, mediante
Sentencia C-031-12 según de 1o. de febrero de 2012, Magistrado Ponente Dr. Humberto
Antonio Sierra Porto.

- Parágrafo 3o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
598-11 de 10 de agosto de 2011, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

Destaca el editor las siguientes consideraciones expuestas por la Corte:

'Entiende la Sala que si no se subsana la solicitud, la parte convocante debe nuevamente
presentar otra para efectos de cumplir el requisito de admisibilidad que estableció el
legislador, pues el efecto de no corregir la petición inicial es que ésta se tenga por no
presentada, en otros términos, que nunca existió solicitud y que por ende, en el evento de no
intentarla nuevamente, se aplique el artículo 36 de la Le 640 de 2001, según el cual “la
 ausencia del requisito de procedibilidad de que trata esta ley, dará lugar al rechazo de plano
de la demanda”.

'Por tanto, los términos de caducidad de la acción seguirán su conteo normal, pues al tenerse
por no  presentado el requerimiento de conciliación, éstos deben tenerse como si nunca se
hubieren suspendido. Así mismo, el término máximo de tres (3) meses para agotar la
conciliación ha de tenerse igualmente como si nunca hubiera corrido.

'No se puede admitir que los efectos de la no corrección sean aquellos que consagra el
Decreto 1716 de 2009 en el sentido de entender que la no corrección equivale a que no existe
ánimo conciliatorio de la parte convocante, razón por la que se declara fallida la conciliación,
pues es claro que la corrección es una carga para quien hace la solicitud, que además de



legitima es razonable, máxime cuando la parte debe estar asistida por un profesional del
derecho que se presume conoce los requisitos que se exigen para tal fin.  Es decir, es una
carga que la parte está en la capacidad de cumplir y soportar, en donde la corrección depende
de su voluntad, lo que justifica que asume igualmente las graves consecuencias que se
pueden derivar de no corregir y no intentar de nuevo agotar la conciliación.'  

CAPÍTULO IV.

REFORMAS EN RELACIÓN CON LAS ATRIBUCIONES DEL CONSEJO SUPERIOR DE
LA JUDICATURA.

ARTÍCULO 53. Para efectos de la descongestión judicial el Consejo Superior de la
Judicatura le dará prioridad a la creación y puesta en funcionamiento de los juzgados
municipales de pequeñas causas y competencia múltiple.

ARTÍCULO 54. Facúltense a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y a
las salas administrativas de los consejos seccionales de la judicatura para que celebren convenios
con el Sena a efecto de que los estudiantes de secretariado y secretariado ejecutivo hagan sus
pasantías en los distintos despachos judiciales del país. Para esto efectos, se deberá dotar a los
despachos judiciales de los medios técnicos necesarios para que los pasantes puedan cumplir su
labor.

ARTÍCULO 55. Los jueces y magistrados podrán tener en sus despachos judiciales el número
de judicantes que consideren necesario, para lo cual la Sala Administrativa del Consejo Superior
de la Judicatura dotará a cada despacho judicial de los elementos técnicos que se requieran para
el desarrollo de la labor de los judicantes.

ARTÍCULO 56. El Consejo Superior de la Judicatura podrá disponer lo necesario para que en
las casas de justicia funcionen juzgados municipales de pequeñas causas y competencia múltiple,
que tengan carácter itinerante en áreas rurales, con jornadas parciales programadas aun en días
no hábiles.

CAPÍTULO V.

REFORMAS RELACIONADAS CON LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO.

ARTÍCULO 57. <Ver modificaciones directamente en el Código> El artículo 132 del Código
Contencioso Administrativo tendrá un numeral 14, cuyo texto será el siguiente:

14. De las acciones populares y de cumplimiento que se interpongan contra entidades del nivel
nacional.

ARTÍCULO 58. <Ver modificaciones directamente en el Código> El numeral 10 del artículo
134-B del Código Contencioso Administrativo quedará así:

Artículo 134-B. Competencia de los jueces administrativos en primera instancia. Los jueces



administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes asuntos:

10. De las acciones populares y de cumplimiento que se interpongan contra entidades de carácter
departamental, distrital o municipal.

ARTÍCULO 59. <Ver modificaciones directamente en el Código> El artículo 139 del Código
Contencioso Administrativo tendrá un inciso nuevo, cuyo texto será el siguiente:

El demandante deberá aportar con la demanda todas las pruebas documentales que tenga en su
poder y que pretenda hacer valer en el proceso.

ARTÍCULO 60. <Ver modificaciones directamente en el Código> El artículo 145 del Código
Contencioso Administrativo tendrá un nuevo parágrafo, cuyo texto será el siguiente:

PARÁGRAFO. El demandado deberá aportar con la contestación de la demanda todas las
pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso. La omisión de este deber
se tendrá como indicio grave en su contra.

ARTÍCULO 61. <Ver modificaciones directamente en el Código> El Código Contencioso
Administrativo tendrá un nuevo artículo, cuyo texto será el siguiente:

Artículo 146-A. Las decisiones interlocutorias del proceso, en única, primera o segunda
instancia, proferidas por los tribunales administrativos y el Consejo de Estado, serán adoptadas
por el magistrado ponente.

Sin embargo, las decisiones a que se refieren los numerales 1, 2, 3 del artículo 181 serán de Sala
excepto en los procesos de única instancia.

ARTÍCULO 62. <Ver modificaciones directamente en el Código> Adiciónese un nuevo
inciso al artículo 173 del Código Contencioso Administrativo, cuyo texto será el siguiente:

Ejecutoriada la sentencia de segunda instancia, para su cumplimiento, la Secretaría remitirá los
oficios correspondientes.

ARTÍCULO 63. <Ver modificaciones directamente en el Código> El Código Contencioso
Administrativo tendrá un nuevo artículo transitorio cuyo texto será el siguiente:

Artículo Transitorio 194-A. Del recurso extraordinario de súplica. Los procesos por recursos
extraordinarios de súplica que están en trámite y pendientes de fallo en la Sala Plena de lo
Contencioso Administrativo, pasarán al conocimiento y decisión de las Salas Especiales
Transitorias de Decisión previstas en la Ley 954 de 2005.

ARTÍCULO 64. <Ver modificaciones directamente en el Código> Adiciónese un nuevo
artículo al Código Contencioso Administrativo, cuyo texto será el siguiente:

Artículo Nuevo 210-A. En segunda instancia no se tramitará incidente de regulación de
honorarios. Resuelta la apelación, el proceso se remitirá al juez de primera instancia para que lo
tramite y decida.



En primera y en única instancias el incidente de regulación de honorarios no suspende el proceso
y se resuelve como un asunto accesorio.

ARTÍCULO 65. <Ver modificaciones directamente en el Código> El numeral 4 del artículo
207 del Código Contencioso Administrativo quedará así:

4. Que el demandante deposite, en el término que al efecto se le señale, la suma que
prudencialmente se considere necesaria para pagar los gastos ordinarios del proceso, cuando
hubiere lugar a ellos. El remanente, si existiere, se devolverá al interesado, cuando el proceso
finalice.

Si dentro del mes siguiente al vencimiento del plazo previsto en el inciso anterior no se acredita
el pago de los gastos procesales, se entenderá que el demandante ha desistido de la demanda y se
procederá en forma inmediata al archivo del expediente.

ARTÍCULO 66. <Ver modificaciones directamente en el Código> El Código Contencioso
Administrativo tendrá un nuevo artículo, cuyo texto es el siguiente:

Artículo 211-A. Reglas especiales para el procedimiento ordinario. Una vez vencido el término
de fijación en lista y en los procesos que no se requiera la práctica de pruebas el Juez citará a las
partes a una audiencia para que se pronuncien sobre aquellos aspectos de hecho o de derecho que
él considera indispensables para decidir. En esta audiencia podrá dictarse sentencia.

ARTÍCULO 67. <Ver modificaciones directamente en el Código> El artículo 212 del Código
Contencioso Administrativo quedará así:

Artículo 212. Apelación de sentencias. El recurso de apelación contra la sentencia de primera
instancia se interpondrá y sustentará ante el a quo. Una vez sustentado el recurso, se enviará al
superior para su admisión. Si el recurso no es sustentado oportunamente, se declarará desierto
por el inferior.

El término para interponer y sustentar la apelación será de 10 días, contados a partir de la
notificación de la sentencia.

Recibido el expediente por el superior y efectuado el reparto, el recurso, si reúne los requisitos
legales, será admitido mediante auto que se notificará personalmente al Ministerio Público y por
estado a las otras partes.

Las partes, dentro del término de ejecutoria del auto que admita el recurso, podrán pedir pruebas,
que solo se decretarán en los casos previstos en el artículo 214 de Código Contencioso
Administrativo. Para practicarlas se fijará un término hasta de diez (10) días.

Ejecutoriado el auto admisorio del recurso o vencido el término probatorio, se ordenará correr
traslado a las partes por el término común de diez (10) días para alegar de conclusión y se
dispondrá que vencido este, se dé traslado del expediente al Ministerio Público, para que emita
su concepto.

Vencido este término se enviará el expediente al ponente para que elabore el proyecto de
sentencia. Este se debe registrar dentro del término de treinta (30) días y la Sala o Sección tendrá
quince (15) días para fallar.



Se ordenará devolver el expediente al tribunal de origen para obedecimiento y cumplimiento.

ARTÍCULO 68. <Ver modificaciones directamente en el Código> El artículo 213 del Código
Contencioso Administrativo quedará así:

Artículo 213. Apelación de autos. Con excepción del auto de suspensión provisional, cuyo
recurso de apelación se resuelve de plano, el procedimiento para decidir el que se interponga
contra los demás que sean objeto del mismo, será el siguiente:

El recurso se interpondrá y sustentará ante el a quo dentro de los cinco (5) días siguientes a la
notificación del auto recurrido. Una vez sustentado el recurso, se enviará al superior para su
admisión. Si el recurso no es sustentado oportunamente, se declarará desierto por el inferior y
ejecutoriado el auto objeto de la apelación.

Si el recurso reúne los requisitos legales, será admitido por el superior mediante auto que ordene
poner el memorial que lo fundamente a disposición de la parte contraria, durante tres (3) días, en
la Secretaría.

Si ambas partes apelaren, los términos serán comunes.

Vencido el término de traslado a las partes, se debe remitir al ponente para que elabore el
proyecto de decisión.

El ponente registrará proyecto de decisión en el término de diez (10) días y la Sala debe resolver
dentro de los cinco días siguientes.

ARTÍCULO 69. CAUSAL DE MALA CONDUCTA. <Artículo derogado por el artículo 309
de la Ley 1437 de 2011. Rige a partir del dos (2) de julio del año 2012>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 309 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario Oficial
No. 47.956 de 18 de enero de 2011. Rige a partir del dos (2) de julio del año 2012.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1395 de 2010:

ARTÍCULO 69.  La no remisión oportuna e inmediata del proceso al superior para que
decida la apelación o la demora en la fijación en lista para la contestación de la demanda,
constituyen causales de mala conducta objeto de sanciones disciplinarias. En el primer caso,
para la remisión del proceso por correo especial se dispondrá de la partida de gastos del
proceso.

ARTÍCULO 70. <Ver modificaciones directamente en la Ley 640 de 2001> Adiciónese un
cuarto inciso al artículo 43 de la Ley 640 de 2001, cuyo texto será el siguiente:

En materia de lo contencioso administrativo, cuando el fallo de primera instancia sea de carácter
condenatorio y contra el mismo se interponga el recurso de apelación, el juez o magistrado
deberá citar a audiencia de conciliación, que deberá celebrarse antes de resolver sobre la



concesión del recurso. La asistencia a esta audiencia será obligatoria.

PARÁGRAFO. Si el apelante no asiste a la audiencia, se declarará desierto el recurso.

ARTÍCULO 71. <Artículo derogado por el artículo 309 de la Ley 1437 de 2011. Rige a partir
del dos (2) de julio del año 2012>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 309 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario Oficial
No. 47.956 de 18 de enero de 2011. Rige a partir del dos (2) de julio del año 2012.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1395 de 2010:

ARTÍCULO 69.  La Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura podrá atribuir
competencia, en forma transitoria, a jueces y magistrados o grupo de estos, para lo únicos
efectos de practicar las pruebas en los despachos judiciales del país que por su congestión
requieran ayuda para descongestionar esta etapa del proceso, hasta poner al día los procesos.

Para todos los efectos procesales estos jueces tendrán las mismas facultades para el ejercicio
de sus funciones, que el juez director del proceso, y la prueba así practicada se entenderá
adelantada por el despacho al cual pertenece el proceso.

ARTÍCULO 72. SENTENCIA ORAL. <Artículo derogado por el artículo 309 de la Ley 1437
de 2011. Rige a partir del dos (2) de julio del año 2012>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 309 de la Ley 1437 de 2011, publicada en el Diario Oficial
No. 47.956 de 18 de enero de 2011. Rige a partir del dos (2) de julio del año 2012.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1395 de 2010:

ARTÍCULO 69.  En los procesos contenciosos administrativos de única o de segunda
instancia que se encuentren congestionados en la etapa de fallo, en los términos que defina al
Consejo Superior de la Judicatura, podrán fallarse oralmente, en audiencia pública a la cual
asistirán las partes pero no intervendrán, para lo cual lo <sic> jueces, las salas de magistrados
de tribunal o del Consejo de Estado sesionarán dictando el fallo respectivo, debidamente
motivado y justificando su decisión de la misma manera que las sentencias escritas.

Para estos efectos, la motivación será oral, por parte del juez o magistrado ponente pero la
parte resolutiva de la decisión se dejará constando por escrito, en una providencia, que surtirá
los mismos efectos de cualquier otra sentencia..

CAPÍTULO VI.

MEDIDAS SOBRE EXTINCIÓN DE DOMINIO.



ARTÍCULO 73. FUNCIONES DE POLICÍA ADMINISTRATIVA DE LA DIRECCIÓN
NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES. El Subdirector Jurídico de la Dirección Nacional de
Estupefaciente tendrá funciones de Policía de índole Administrativa para hacer efectiva la
entrega real y material de los bienes inmuebles urbanos o rurales, muebles, sociedades y/o
establecimientos de comercio ordenada en la sentencia de extinción de dominio de acuerdo a lo
establecido en el artículo 18 de la Ley 793 de 2002.

Así mismo, tendrá funciones de índole administrativa para hacer efectiva la entrega favor de la
Nación– Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen Organizado
Frisco– Dirección Nacional de Estupefacientes DNE, de los bienes respecto de los cuales la
autoridad judicial haya decretado las medidas de embargo secuestro y suspensión del poder
dispositivo. En este evento, las oposiciones presentadas serán dirimidas por la autoridad judicial
de conocimiento en la oportunidad procesal respectiva y, en este caso no se suspenderá el
cumplimiento de la medida cautelar decretada, ni el curso de la diligencia.

Las autoridades de Policía locales, departamentales y nacionales estarán obligadas a prestar el
apoyo que requiera el Subdirector Jurídico para estas actuaciones.

Corresponde al Subdirector Jurídico en el término de cuarenta y ocho (48) horas hacer efectiva la
entrega ordenada por la Autoridad Judicial competente de bienes sobre los cuales recae la
medida cautelar o la sentencia de extinción de dominio.

El acto que disponga hacer efectiva la entrega, se comunicará por el medio más expedito al
poseedor, tenedor o persona que a cualquier título se encuentre ocupando administrando el bien.

Transcurridos tres (3) días desde la fecha de comunicación del acto, el Subdirector Jurídico
practicará la diligencia directamente o por comisión al Inspector, Corregidor o Comisario de
Policía.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-545-11 de 6 de julio de 2011 de 2011, Magistrado
Ponente Dr. Jorge Iván Palacio Palacio.

ARTÍCULO 74. La Ley 793 de 2002 tendrá un nuevo artículo, cuyo texto será el siguiente:

Artículo 9-A. De los medios de prueba. Son medios de prueba la inspección, la peritación, el
documento, el testimonio y la confesión, y el indicio. <texto tachado en la publicación oficial>

El fiscal podrá practicar otros medios de prueba no contenidos en esta ley, de acuerdo con las
disposiciones que lo regulen, respetando siempre los derechos fundamentales.

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-540-11 de 6 de julio de 2011, Magistrado Ponente Dr.
Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

ARTÍCULO 75. La Ley 793 de 2002 tendrá un nuevo artículo, cuyo texto será el siguiente:

Artículo 10-A. Del Trámite Abreviado. En caso de incautación de dineros o valores tales como
metales preciosos, joyas u otros similares que no tengan propietario, poseedor o tenedor
identificado o identificable, una vez surtido el emplazamiento, y siempre que no comparezca
alguien que demuestre interés legítimo, el operador judicial de conocimiento dictará, dentro de
los diez días siguientes, resolución de procedencia de la acción de extinción de dominio, y la
remitirá al juez competente para que adelante el trámite correspondiente para la declaración de
extinción de dominio a favor del Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra
el Crimen Organizado, a más tardar dentro de los quince días siguientes al recibo de la respectiva
resolución.
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Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-540-11 de 6 de julio de 2011, Magistrado Ponente Dr.
Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

ARTÍCULO 76. El artículo 11 de La Ley 793 de 2002 quedará así:

Artículo 11. De la competencia. Conocerá de la acción el Fiscal General de la Nación
directamente, o a través de los Fiscales Delegados que conforman la Unidad Nacional para la
Extinción del Derecho de Dominio y contra el Lavado de Activos o en su defecto los Fiscales
Delegados ante los Jueces Penales del Circuito Especializados de cada seccional.

La segunda instancia de las decisiones proferidas en el trámite de extinción se surtirá ante la
Unidad de Fiscalías Delegadas ante Tribunal- Extinción del Derecho de Dominio y contra el
Lavado de Activos.

Corresponde a los jueces penales del circuito especializados del lugar donde se encuentren
ubicados los bienes, proferir la sentencia que declare la extinción de dominio. Si se hubieren
encontrado bienes en distintos distritos judiciales, será competente el juez determinado por
reparto, de aquel distrito que cuente con el mayor número de jueces penales del circuito
especializado. La aparición de bienes en otros lugares, posterior a la resolución de inicio de la
acción, no alterará la competencia.
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Corte Constitucional

- Inciso 2o.  declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados,  por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-540-11 de 6 de julio de 2011, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio
Pretelt Chaljub. En relación con los incisos 1o. y 3o., estarse a lo resuelto en la C-740 de
2003, mediante la cual se declaró exequible el texto original del del artículo 11 de la ley 793
de 2002.

ARTÍCULO 77. Los incisos 1o y 2o del artículo 12 de la Ley 793 de 2002 quedarán así:

Artículo 12. Fase Inicial. El fiscal competente para conocer la Acción de Extinción de Dominio,
iniciará la investigación, de oficio o por información que le haya sido suministrada de
conformidad con el artículo 5o de la presente ley, con el fin de identificar los bienes sobre los
cuales podría iniciarse la acción, recaudar los medios de prueba que evidencien cualquiera de las
causales previstas en el artículo 2o y quebranten la presunción de buena fe respecto de bienes en
cabeza de terceros.

En el desarrollo de esta fase, el fiscal podrá decretar medidas cautelares, o solicitar al Juez
competente, la adopción de las mismas, según corresponda, que comprenderán la suspensión del
poder dispositivo, el embargo y el secuestro de los bienes, de dinero en depósito en el sistema
financiero, de títulos valores, y de los rendimientos de los anteriores, lo mismo que la orden de
no pagarlos cuando fuere imposible su aprehensión física. En todo caso la Dirección Nacional de
Estupefacientes será el secuestre o depositario de los bienes embargados o intervenidos.
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Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-740-03, que declaró
exequible el texto original del artículo 12 de la Ley 793 de 2002,   mediante Sentencia C-
540-11 de 6 de julio de 2011, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. Y se
declaró INHIBIDA de fallar por inepta demanda en relación la expresión 'En todo caso la
Dirección Nacional de Estupefacientes será el secuestre o depositario de los bienes
embargados o intervenidos”.  

En cuanto a la expresión 'En todo caso la Dirección Nacional de Estupefacientes será el
secuestre o depositario de los bienes embargados o intervenidos”, se declaró inhibida de
fallar por inepta demanda.  

ARTÍCULO 78. La Ley 793 de 2002 tendrá un nuevo artículo, cuyo texto será el siguiente:

Artículo 12-A. Durante la fase inicial y con el exclusivo propósito de identificar bienes y
recaudar elementos materiales probatorios que fundamenten la causal a invocar, el fiscal podrá
utilizar las siguientes técnicas de investigación:

Registros y Allanamientos.

Interpretaciones de comunicaciones telefonicas y similares.

Recuperación de información dejada al navegar por Internet u otros medios tecnológicos que



produzcan efectos equivalentes; y Vigilancia de cosas.

Cuando se decrete la práctica de las anteriores técnicas de investigación se deberá proferir
decisión de sustanciación que contenga las razones o motivos fundados para su práctica.

Se cumplirá con las exigencias previstas para ellas en la Ley 906 de 2004.
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Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados,  por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-540-11 de 6 de julio de 2011, Magistrado Ponente Dr. Jorge Ignacio
Pretelt Chaljub.

ARTÍCULO 79. La Ley 793 de 2002 tendrá un nuevo artículo 12-B, del siguiente tenor;

Artículo 12-B. Si durante la fase inicial no se logran identificar bienes sobre los cuales podría
iniciarse la acción o no se acredita la existencia de alguna de las causales previstas en el artículo
2o de esta ley, el Fiscal competente se abstendrá de iniciar trámite de extinción de dominio
mediante resolución interlocutoria contra la cual proceden los recursos de ley.

Esta decisión podrá ser revocada de oficio o a petición de parte aunque se encuentre ejecutoriada,
siempre que aparezcan nuevas pruebas que desvirtúen los fundamentos que sirvieron de base
para proferirla.
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Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-540-11 de 6 de julio de 2011, Magistrado Ponente Dr.
Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

ARTÍCULO 80. El artículo 13 de la Ley 793 de 2002 quedará así:

Artículo 13. Del procedimiento. El trámite de la acción de extinción de dominio se cumplirá de
conformidad con las siguientes reglas:

1. El Fiscal que inicie el trámite dictará resolución interlocutoria en la que propondrá los hechos
en que se funda, la identificación de los bienes que se persiguen, la causal que se predica sobre
los bienes afectados y las pruebas directas o indiciarias conducentes que evidencien la causal
invocada. Tratándose de bienes en cabeza de terceros se deberá relacionar y analizar los medios
de prueba que quebranten la presunción de buena fe que se predica sobre los mismos.

Si aun no se ha hecho en la fase inicial, el fiscal decretará las medidas cautelares, o podrá
solicitar al juez competente, la adopción de las mismas, según corresponda, las cuales se
ordenarán y ejecutarán antes de notificada la resolución de inicio a los afectados, de conformidad
con lo dispuesto en el artículo anterior. Contra esta decisión proceden los recursos de ley.

2. La resolución de inicio se comunicará al Agente del Ministerio Público y se notificará dentro
de los cinco (5) días siguientes a las personas afectadas enviándoles comunicación a la dirección



conocida en el proceso y fijando en el inmueble objeto de la acción, noticia suficiente del inicio
del trámite y el derecho que le asiste a presentarse al proceso.

Cuando el afectado se encuentre fuera del país la notificación personal se surtirá con su
apoderado a quien se le haya reconocido personería jurídica en los términos de la ley.

3. Transcurrido cinco (5) días después de libradas las comunicaciones pertinentes y de haberse
fijado la noticia suficiente, se dispondrá el emplazamiento de quienes figuren como titulares de
derechos reales principales o accesorios según el certificado de registro correspondiente o en su
defecto a sus herederos o beneficiarios en caso de bienes en sucesión por causa de muerte, para
que comparezcan a hacer valer sus derechos.

4. El emplazamiento se surtirá por edicto, que permanecerá fijado en la Secretaría por el término
de cinco (5) días y se publicará por una vez dentro de dicho término, en un periódico de amplia
circulación nacional y en una radiodifusora con cobertura en la localidad. Si el emplazado o los
emplazados no se presentaren dentro de los tres (3) días siguientes al vencimiento del término de
fijación del edicto, el proceso continuará con la intervención del curador ad lítem, quien velará
por el cumplimiento de las reglas del debido proceso a favor de los afectados que no hayan
comparecido al trámite.

5. Posesionado el curador ad lítem o notificados personalmente todos los afectados, por
Secretaría se correrá un traslado común de cinco (5) días a los intervinientes, quienes podrán
solicitar las pruebas que estimen conducentes y eficaces para fundar su oposición.

6. Transcurrido el término anterior, se decretarán, las pruebas solicitadas que se consideren
conducentes y las que oficiosamente considere oportunas el investigador, las que se practicarán
en un término de treinta (30) días que no será prorrogable. La negativa de decretar pruebas
solicitadas por el afectado será susceptible de los recursos de ley.

La decisión que decrete pruebas de oficio no será susceptible de recurso alguno.

7. Concluido el término probatorio, el fiscal ordenará que por Secretaría se corra el traslado por
el término común de cinco (5) días, durante los cuales los intervinientes alegarán de conclusión.
Esta decisión solo será susceptible del recurso de reposición.

8. Transcurrido el término anterior, durante los quince (15) días siguientes el fiscal dictará una
resolución en la cual decidirá respecto de la procedencia o improcedencia de la extinción de
dominio.

9. Ejecutoriada la resolución de que trata el numeral anterior se remitirá el expediente completo
al juez competente, quien dará el traslado de la resolución a los intervinientes por el término de
cinco (5) días, para que puedan controvertirla aportando o solicitando pruebas.

Dentro de los quince (15) días siguientes de practicadas las pruebas solicitadas el juez dictará la
respectiva sentencia que declarará la extinción de dominio o se abstendrá de hacerlo. La
sentencia que se profiera tendrá efectos erga ommes.

10. En contra de la sentencia que decrete la extinción de dominio solo procederá el recurso de
apelación, interpuesto por las partes o por el Ministerio Público, que será resuelto por el superior
dentro de los treinta (30) días siguientes a aquel en que el expediente llegue a su Despacho. La
sentencia de primera instancia que niegue la extinción de dominio y que no sea apelada, se



someterá en todo caso al grado jurisdiccional de consulta.

11. Cuando se decrete la improcedencia sobre un bien de un tercero de buena fe, el fiscal deberá
someter la decisión al grado jurisdiccional de consulta. En los demás casos, será el Juez quien
decida sobre la extinción o no del dominio, incluida la improcedencia que dicte el fiscal sobre
bienes distintos a los mencionados en este numeral. En todo caso, se desestimará de plano
cualquier incidente que los interesados propongan con esa finalidad.

Los términos establecidos en el presente artículo son improrrogables y de obligatorio
cumplimiento, y su desconocimiento se constituirá en falta disciplinaria gravísima.
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Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-540-11 de 6 de julio de 2011, Magistrado Ponente Dr.
Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

ARTÍCULO 81. La Ley 793 de 2002 tendrá un nuevo artículo, cuyo texto será el siguiente:

Artículo 14-A. De los recursos. Contra las providencias interlocutorias proferidas por el fiscal
que conoce del trámite proceden los recursos de reposición, apelación y queja, que se
interpondrán por escrito y se tramitarán conforme al procedimiento establecido en la Ley 600 de
2000, en lo que no sea incompatible con lo dispuesto en la presente ley.

Las decisiones que declaran desierto el recurso de apelación y la que ordena el traslado a los
sujetos procesales para alegar de conclusión, serán las únicas resoluciones de sustanciación
impugnables, contra las cuales solo procederá el recurso de reposición.

PARÁGRAFO. En los eventos en que el material probatorio allegado por el recurrente
demuestre de manera anticipada que sobre el bien de su propiedad no concurre la causal
invocada en la resolución de inicio, el fiscal que conozca de los recursos podrá excluir el bien
como objeto de la acción, siempre que tal decisión no se funde en un medio de prueba que
requiera ser controvertido en el debate probatorio.
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Corte Constitucional

- La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre este artículo por ineptitud de
la demanda, mediante Sentencia C-540-11 de 6 de julio de 2011, Magistrado Ponente Dr.
Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

CAPÍTULO VII.

REFORMAS AL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL.

ARTÍCULO 82. El artículo 57 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 57. Trámite para el impedimento. Cuando el funcionario judicial se encuentre incurso



en una de las causales de impedimento deberá manifestarlo a quien le sigue en turno, o, si en el
sitio no hubiere más de uno de la categoría del impedido o todos estuvieren impedidos, a otro del
lugar más cercano, para que en el término improrrogable de tres (3) días se pronuncie por escrito.

En caso de presentarse discusión sobre el funcionario a quien corresponda continuar el trámite de
la actuación, el superior funcional de quien se declaró impedido decidirá de plano dentro de los
tres días siguientes al recibo de la actuación.

Para tal efecto, el funcionario que tenga la actuación la enviará a la autoridad que deba resolver
lo pertinente.

ARTÍCULO 83. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo, cuyo texto será el siguiente:

Artículo 58A. Impedimento de magistrado. Del impedimento manifestado por un magistrado
conocen los demás que conforman la sala respectiva, quienes se pronunciarán en un término
improrrogable de tres días. Aceptado el impedimento del magistrado, se complementará la Sala
con quien le siga en turno y si hubiere necesidad, se sorteará un conjuez. Si no se aceptare el
impedimento, tratándose de Magistrado de Tribunal Superior, la actuación pasará a la Corte
Suprema de Justicia para que dirima de plano la cuestión.

Si el magistrado fuere de la Corte Suprema de Justicia y la Sala rechazare el impedimento, la
decisión de esta lo obligará. En caso de aceptarlo se sorteará un conjuez, si a ello hubiere
necesidad.

ARTÍCULO 84. El artículo 60 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 60. Requisitos y formas de recusación. Si el funcionario en quien se dé una causal de
impedimento no la declarare, cualquiera de las partes podrá recusarlo.

Si el funcionario judicial recusado aceptare como ciertos los hechos en que la recusación se
funda, se continuará el trámite previsto cuando se admite causal de impedimento. En caso de no
aceptarse, se enviará a quien le corresponde resolver para que decida de plano. Si la recusación
versa sobre magistrado decidirán los restantes magistrados de la Sala.

La recusación se propondrá y decidirá en los términos de este Código, pero presentada la
recusación, el funcionario resolverá inmediatamente mediante providencia motivada.

ARTÍCULO 85. El artículo 96 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 96. Desembargo. Podrá decretarse el desembargo de bienes, cuando el imputado preste
caución en dinero efectivo o mediante póliza de compañía de seguros o garantía bancaria, por el
monto que el juez señale para garantizar el pago de los daños y perjuicios que llegaren a
establecerse, como de las demás obligaciones de contenido económico a que hubiere lugar.

La caución en dinero efectivo se considerará embargada para todos los efectos legales. Señalado
el monto de la caución, el interesado deberá prestarla dentro de un término no mayor de veinte
(20) días contados a partir de la fecha en que se impuso.

Cuando se profiera preclusión o sentencia absolutoria se condenará al peticionario temerario al
pago de los perjuicios que con la práctica de las medidas cautelares se hubieren ocasionado al
imputado.



También se levantará el embargo cuando se profiera preclusión o sentencia absolutoria o
vencidos los treinta días previstos en el artículo 106 sin que se hubiere promovido el incidente de
reparación integral o trascurridos 60 días contados a partir de la ejecutoria de la providencia del
artículo 105 condenatoria en perjuicios sin que se presentare demanda ejecutiva ante el juez civil.

ARTÍCULO 86. El artículo 102 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 102. Procedencia y ejercicio del incidente de reparación integral. En firme la sentencia
condenatoria y, previa solicitud expresa de la víctima, o del fiscal o del Ministerio Público a
instancia de ella, el juez fallador convocará dentro de los ocho (8) días siguientes a la audiencia
pública con la que dará inicio al incidente de reparación integral de los daño s causados con la
conducta criminal y ordenará las citaciones previstas en los artículos 107 y 108 de este Código,
de ser solicitadas por el incidentante.
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Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos estudiados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-250-11 de 6 de abril 2011, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González
Cuervo .

ARTÍCULO 87. El artículo 103 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 103. Trámite del incidente de reparación integral. Iniciada la audiencia el incidentante
formulará oralmente su pretensión en contra del declarado penalmente responsable, con
expresión concreta de la forma de reparación integral a la que aspira e indicación de las pruebas
que hará valer.

El juez examinará la pretensión y deberá rechazarla si quien la promueve no es víctima o está
acreditado el pago efectivo de los perjuicios y está fuera la única pretensión formulada. La
decisión negativa al reconocimiento de la condición de víctima será objeto de los recursos
ordinarios en los términos de este código.

Admitida la pretensión el juez la pondrá en conocimiento del condenado y acto seguido ofrecerá
la posibilidad de una conciliación que de prosperar dará término al incidente. En caso contrario
el juez fijará fecha para una nueva audiencia dentro de los ocho (8) días siguientes para intentar
nuevamente la conciliación y de no lograrse, el sentenciado deberá ofrecer sus propios medios de
prueba.

ARTÍCULO 88. El artículo 105 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 105. Decisión de reparación integral. En la misma audiencia el juez adoptará la
decisión que ponga fin al incidente, mediante sentencia.

ARTÍCULO 89. El artículo 106 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 106. Caducidad. La solicitud para la reparación integral por medio de este
procedimiento especial caduca treinta (30) días después de haber quedado en firme el fallo



condenatorio.
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Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos estudiados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-250-11 de 6 de abril 2011, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González
Cuervo .

ARTÍCULO 90. El artículo 178 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 178. Trámite del recurso de apelación contra autos. Se interpondrá, sustentará y correrá
traslado a los no impugnantes en la respectiva audiencia. Si el recurso fuere debidamente
sustentado se concederá de inmediato ante el superior en el efecto previsto en el artículo anterior.

Recibida la actuación objeto del recurso el juez lo resolverá en el término de cinco (5) días y
citará a las partes e intervinientes a audiencia de lectura de auto dentro de los cinco (5) días
siguientes.

Si se trata de juez colegiado, el Magistrado ponente dispondrá de cinco (5) días para presentar
proyecto y de tres (3) días la Sala para su estudio y decisión. La audiencia de lectura de
providencia será realizada en 5 días.
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Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-250-11, mediante
Sentencia C-542-11 de 6 de julio de 2011 de 2011, Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto
Vargas Silva.

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-250-11, mediante
 Sentencia C-371-11 de 13 de mayo 2011, Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto Vargas
Silva.

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por los cargos estudiados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-250-11 de 6 de abril 2011, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González
Cuervo .

ARTÍCULO 91. El artículo 179 de la Ley 906 de 2004 quedará así:

Artículo 179. Trámite del recurso de apelación contra sentencias. El recurso se interpondrá en la
audiencia de lectura de fallo, se sustentará oralmente y correrá traslado a los no recurrentes
dentro de la misma o por escrito en los cinco (5) días siguientes, precluido este término se
correrá traslado común a los no recurrentes por el término de cinco (5) días.
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Corte Constitucional

- La Corte Constitucional declaró estarse a lo resuelto en la Sentencia C-371-11, mediante
Sentencia C-542-11 de 6 de julio de 2011 de 2011, Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto
Vargas Silva.

- Inciso declarado EXEQUIBLE, por los cargos analizados, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-371-11 de 13 de mayo 2011, Magistrado Ponente Dr. Luis Ernesto
Vargas Silva.

<Aparte subrayado INCONSTITUCIONAL por omisión legislativa, con efectos diferidos y en
los términos señalados en la providencia, en cuanto omite la posibilidad de impugnar todas las
sentencias condenatorias> Realizado el reparto en segunda instancia, el juez resolverá la
apelación en el término de 15 días y citará a las partes e intervinientes para lectura de fallo dentro
de los diez días siguientes.
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Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado INCONSTITUCIONAL por omisión legislativa, con efectos
diferidos y en los términos señalados en el numeral segundo de la parte resolutiva de la
providencia, en cuanto omite la posibilidad de impugnar todas las sentencias condenatorias; y
EXEQUIBLE el contenido positivo de la misma disposición, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-792-14 de 29 de octubre de 2014, Magistrado Ponente Dr. Luis
Guillermo Guerrero Pérez.

Establece el numeral 2o. de la parte resolutiva de la sentencia (subrayas del editor):

'SEGUNDO: EXHORTAR al Congreso de la República para que, en el término de un año
contado a partir de la notificación por edicto de esta sentencia, regule integralmente el
derecho a impugnar todas las sentencias condenatorias. De no hacerlo, a partir del
vencimiento de este término, se entenderá que procede la impugnación de todas las
sentencias condenatorias ante el superior de quien impuso la condena'.

Nota del editor: Esta sentencia fue fijada en el Edicto No. 49 de 22 de abril de 2015.

Si la competencia fuera del Tribunal Superior, el magistrado ponente cuenta con diez días para
registrar proyecto y cinco la Sala para su estudio y decisión. El fallo será leído en audiencia en el
término de diez días.

ARTÍCULO 92. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 179A, del siguiente tenor:

Artículo 179A. Cuando no se sustente el recurso de apelación se declarará desierto, mediante
providencia contra la cual procede el recurso de reposición.

ARTÍCULO 93. <Artículo INCONSTITUCIONAL por omisión legislativa, con efectos
diferidos y en los términos señalados en la providencia, en cuanto omite la posibilidad de
impugnar todas las sentencias condenatorias> La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo



179B, del siguiente tenor:

Artículo 179B. Procedencia del recurso de queja. Cuando el funcionario de primera instancia
deniegue el recurso de apelación, el recurrente podrá interponer el de queja dentro del término de
ejecutoria de la decisión que deniega el recurso.
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Corte Constitucional

- Artículo declarado INCONSTITUCIONAL por omisión legislativa, con efectos diferidos y
en los términos señalados en el numeral segundo de la parte resolutiva de la providencia, en
cuanto omite la posibilidad de impugnar todas las sentencias condenatorias; y EXEQUIBLE
el contenido positivo de la misma disposición, por la Corte, Constitucional mediante
Sentencia C-792-14  de 29 de octubre de 2014, Magistrado Ponente Dr. Luis Guillermo
Guerrero Pérez.

Establece el numeral 2o. de la parte resolutiva de la sentencia (subrayas del editor):

'SEGUNDO: EXHORTAR al Congreso de la República para que, en el término de un año
contado a partir de la notificación por edicto de esta sentencia, regule integralmente el
derecho a impugnar todas las sentencias condenatorias. De no hacerlo, a partir del
vencimiento de este término, se entenderá que procede la impugnación de todas las
sentencias condenatorias ante el superior de quien impuso la condena'.

Nota del editor: Esta sentencia fue fijada en el Edicto No. 49 de 22 de abril de 2015.

ARTÍCULO 94. La Ley 906 de 2004 tendrá un nuevo artículo 179C, del siguiente tenor:

Artículo 179C. Interposición. Negado el recurso de apelación, el interesado solicitará copia de la
providencia impugnada y de las demás piezas pertinentes, las cuales se compulsarán dentro del
improrrogable término de un (1) día y se enviarán inmediatamente al superior.
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